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IV. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 

Tanto en la normativa ambiental que ha emergido en este periodo, como en la jurisprudencia, cabe señalar que prosigue la reducción en la protección ambiental, especialmente resaltable en cuanto a la eliminación de la exigencia de prestación de garantías y de análisis de riesgos a muchos operadores económicos en el marco de la reforma de la Ley 26/2007 de responsabilidad ambiental. 
1. Estado

- Real Decreto 110/2015, de 20 de febrero, sobre los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (BOE núm. 45, de 21 de febrero de 2015). 

Mediante este Reglamento, se adapta el ordenamiento nacional a la nueva normativa comunitaria sobre la materia, la nueva Directiva 2012/19/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, sobre residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE), se adapta a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y se deroga la anterior norma que regulaba la materia: el Real Decreto 208/2005, de 25 de febrero, sobre aparatos eléctricos y electrónicos y la gestión de sus residuos. 
La norma busca gestionar la peligrosidad de los aparatos eléctricos y electrónicos (AEE) durante la fase de gestión de los residuos, estableciendo una regulación más clara que aumente el nivel de seguridad jurídica. Para ello, se describen detalladamente las obligaciones de usuarios, fabricantes, representantes autorizados, importadores, distribuidores y gestores y se integra un único instrumento de control de datos de RAEE de ámbito autonómico y estatal. Se promueve la reutilización y la preparación para la reutilización, estimulando la creación de centros de reutilización. 
La norma pasará a ser aplicable a partir del 15 de agosto del año 2018. No se aplicará a los paneles fotovoltaicos ni a los vehículos fuera de uso (art. 2). Se establece un concepto amplio de productor, que incluye aquellos que realizan ventas a distancia por Internet (art. 3). Entre sus obligaciones, destaca el marcado del equipo para que se informe al consumidor sobre la necesidad de no depositar los RAEE con la basura doméstica sino de manera separada (art. 7), previéndose la entrega de los aparatods usados en comercios de segunda mano (art. 13). Se establece un Registro Integrado Industrial, donde los productores deberán declarar el tipo y cantidad de aparatos que ponen en el mercado (art. 8). 
En el Capítulo IV se establece el procedimiento de recogida de RAEE (municipal, por los distribuidores, por los productores y por los gestores de residuos). En el Capítulo V se regula el tratamiento de los RAEE, distinguiendo la preparación para la reutilización, para lo cual se fijan porcentajes mínimos en el Anexo XIV. El Capítulo VI regula los traslados de RAEE, tanto dentro de España como fuera del territorio nacional y fuera de la UE, dada la problemática ambiental que tiene su traslado ilegal a países en desarrollo. 
El Capítulo VII regula los requisitos de las autorizaciones, comunicaciones y de otras obligaciones de los gestores de RAEE. En el Capítulo VIII se regula específicamente la responsabilidad ampliada del productor de AEE, que incluye obligaciones de prevención y puesta en el mercado y de recogida a través de sus propias redes hasta unos objetivos mínimos. 
El Capítulo IX contiene las obligaciones de información de las Administraciones Públicas a los usuarios, a otras administraciones y a la Comisión Europea. Las obligaciones de información al usuario deben permitirle conocer cómo prevenir la generación del residuos y cómo, en caso de generarse, debe realizar su entrega. 
El Capítulo X se dedica a la coordinación en materia de RAEE y, finalmente, el Capítulo XI a la supervisión, control, vigilancia y régimen sancionador. Se prevé que las Administraciones Públicas establezcan mecanismos de participación ciudadana para que los ciudadanos comuniquen a las autoridades posibles incumplimientos de lo dispuesto en esta norma. 
- Real Decreto 180/2015, de 13 de marzo, por el que se regula el traslado de residuos en el interior del territorio del Estado (BOE núm. 83, de 7 de abril de 2015). 

Este reglamento responde a la disposición final tercera, apartado 1 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y desarrolla lo previsto en el art. 25 de la misma sobre los traslados de residuos en el interior del territorio del Estado. 

En cuanto a su ámbito de aplicación, este se extiende sobre el transporte profesional de residuos entre comunidades autónomas cuyo destino sea una instalación de almacenamiento (traslados destinados a valorización o eliminación “intermedias”) (art. 1). Se define al “operador del traslado” como la persona física o jurídica que pretende trasladar los residuos a otra comunidad autónoma, el cual será como regla general el productor de los residuos y, en caso de ser desconocido, se presumirá que es quien esté en posesión de los residuos (art. 2). 

En cuanto a los requisitos generales de los traslados, hay que mencionar la existencia previa de un contrato de tratamiento, documento de identificación y notificación previa, que se aplica a residuos domésticos mezclados, residuos peligrosos y a los que reglamentariamente se determinen, siempre que se destinen en los tres supuestos a valorización (art. 3). 

Una de las piezas clave de este régimen jurídico es el contrato de tratamiento, que se regula como un documento de naturaleza contractual privada suscrito entre el operador del traslado y la entidad que efectuará el tratamiento, y que debe estipular como mínimo la cantidad de residuos a trasladar, su identificación, la periodicidad de los traslados y el tratamiento a que se va a someter los residuos (art. 5). 

Por su parte, el documento de identificación permite conocer en todo momento el tipo de residuo, su origen y destino, el operador del traslado, los datos del transportista y cualquier otra circunstancia inherente al movimiento de los residuos (art. 6). 

Se contempla también el supuesto del rechazo de los residuos en la planta de tratamiento, en cuyo caso se puede devolver el residuo al lugar de origen o almacenarlo temporalmente a la espera de su envío a otra instalación (art. 7). 

Finalmente, se desarrolla la notificación previa de determinados traslados que deben ser puestos en conocimiento de las administraciones afectadas para que estas, si hay razones que lo justifican, se opongan a los mismos en un plazo de 10 días, con silencio positivo. Los motivos de oposición a los traslados están tasados (arts. 8 y 9). 

La disposición adicional segunda regula los movimientos de residuos en el interior de las Comunidades Autónomas, que deberán establecer su propio régimen de vigilancia y control. Dicho régimen deberá ser coherente con el establecido en este reglamento y exigir, en particular, contrato de tratamiento, documento de identificación y notificación previa. 

- Real Decreto 183/2015, de 13 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, aprobado por el Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre (BOE núm. 83, de 7 de abril de 2015). 

La Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental incorporó al ordenamiento jurídico interno la Directiva 2004/25/CE sobre responsabilidad medioambiental, estableciendo un nuevo régimen administrativo de reparación de daños medioambientales en virtud del cual los operadores que ocasionaran daños al medio ambiente o amenazaran con ocasionarlos, deberían adoptar las medidas necesarias para prevenir su causación o, cuando el daño se hubiera producido, para devolver los recursos naturales al estado en el que se encontraban. Asimismo, se estableció para los operadores de actividades incluidas en su anexo III, la obligatoriedad de una garantía financiera que les permitiera hacer frente a la responsabilidad. La obligatoriedad de dicha garantía era dejada por la Directiva al criterio de los Estados miembros, y España fue uno de los ocho Estados europeos pioneros en su exigencia. 
Sin embargo, motivado por la crisis económica, el Gobierno excepcionó dicha obligación de garantía a través del Real Decreto Ley 8/2011, de 1 de julio, que lo habilitaba para excluir la garantía financiera de acuerdo con los criterios que él mismo estableciera. 
Mediante la presente norma se prosigue con esta tendencia y se excluye la obligación de garantía para todos los operadores del anexo III, que no tendrán ni siquiera que llevar a cabo un análisis de riesgos medioambientales (lo cual es sin duda lo más criticable de esta reducción), y ello con tres excepciones, reguladas en el modificado art. 37: 
1. Las actividades e instalaciones sujetas al Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas. 

2. Las actividades sometidas a la Ley 16/2002, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación. 
3. Los operadores que cuenten con instalaciones de residuos mineros clasificadas como de categoría A de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras. 

Los operadores incluidos en estas tres categorías deberán efectuar un análisis de riesgos medioambientales y constituir garantía salvo que de dicho análisis resulte que pueden quedar exentas por los supuestos del art. 28 a) y b) de la Ley de Responsabilidad Medioambiental, que son: 
a) actividades susceptibles de ocasionar daños cuya reparación se evalúe por una cantidad inferior a 300.000€

b) actividades susceptibles de ocasionar daños cuya reparación se evalúe en una cantidad comprendida entre 300.000 y 2.000.000€ y cuyos operadores estén adheridos a un sistema de gestión medioambiental (EMAS o ISO 14.000). 

Dicha exención podrá ser objeto de revisión en los próximos cinco años en el marco de la Comisión técnica de prevención y reparación de daños ambientales, llamada a realizar un estudio que actualice la evaluación del potencial de generar daños medioambientales y el nivel de accidentalidad de las actividades del anexo III (art. 3). 
Además de esta modificación, el presente Reglamento lleva a cabo otras dos con la finalidad de reducir cargas administrativas y de simplificar los procedimientos: 
1. Se suprime el requisito de la verificación del análisis de riesgos medioambientales por un organismo acreditado. A partir de ahora bastará con una declaración responsable del propio operador de haber llevado a cabo el análisis de riesgos de acuerdo con la normativa. 
2. Se simplifica el procedimiento para el cálculo de la cuantía de la garantía financiera, siendo únicamente necesario cuantificar y monetarizar el daño medioambiental para un único escenario (aquel con el índice de daño más alto entre los seleccionados), en lugar de para todos los escenarios identificados como se preveía hasta ahora. 
2. Comunidades Autónomas 

J) Aragón

- Decreto-Ley 1/2015, de 9 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se establecen medidas urgentes para reparar los daños causados y las pérdidas producidas en el territorio de Aragón por los desbordamientos acontecidos en la cuenca del río Ebro durante la última semana del mes de febrero y primeros días del mes de marzo de 2015 (BOA núm. 47, de 10 de marzo de 2015). 

Mediante este Decreto-Ley, que se añade al ya dictado por el Estado (Real Decreto-Ley 2/2015, de 6 de marzo) se adoptan una serie de medidas paliativas y reparadoras para favorecer el restablecimiento de servicios, reparación de daños y la vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas por las inundaciones, contemplando la posibilidad de que se extienda estas medidas a otros daños que puedan producirse hasta el 31 de mayo de 2015. 
Las actuaciones previstas se refieren a los siguientes ámbitos (art. 3): 

1) Destinadas a paliar daños materiales en viviendas y enseres domésticos, explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales, establecimientos industriales y mercantiles y a favor de las personas afectadas, como por ejemplo ayudas para resarcir daños a particulares, acceso preferente a la Red de Servicios Sociales Especializados del Gobierno de Aragón, ayuda a personas que hayan efectuado prestación personal o de bienes, indemnización de daños, ayudas para la restauración o actuaciones para facilitar el acceso a la financiación para PYMES y autónomos. 
2) Destinadas a la reparación de infraestructuras y servicios públicos, como ayudas a Municipios, Mancomunidades y Comarcas, reparación de daños en infraestructuras de riego, daños medioambientales, carreteras, etc. 
En cuanto a las ayudas para reparar los daños ocasionados en infraestructuras y servicios de titularidad de los Entes Locales, se prevé que el Departamento de Política Territorial e Interior establezca en el plazo de un mes ayudas con objeto de financiar los proyectos que ejecuten Municipios, Mancomunidades y Comarcas para la reparación o restitución de los daños que hayan sufrido (art. 11). 

También se prevé la reducción de plazos en el régimen de contratación y procedimientos administrativos (a la mitad) que se sigan en ejecución de este Decreto-Ley (arts. 17 y 18). 
Se habilita a las distintas Consejerías competentes a dictar las disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo de esta norma (disposición final primera). Las actuaciones serán financiadas con cargo al Fondo de Contingencia de Ejecución Presupuestaria y de la Sección 30 de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Aragón (disposición adicional tercera). 
- Ley 1/2015, de 12 de marzo, de Caza de Aragón (BOA núm. 58, de 12 de marzo de 2015). 

Mediante esta norma se sustituye la antigua Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón, para actualizarla, y con el motivo de las disfunciones que esta causó en la práctica deportiva cinegética. La presente Ley busca armonizar el ejercicio de la caza con la gestión, protección, conservación, fomento y ordenado aprovechamiento del medio natural, reconociendo e impulsando asimismo la vertiente socioeconómica de la caza. 
En el Título I se recogen los principios generales de la caza (art. 1), regulando el derecho a cazar (art. 3) y estableciendo una tipología de cazadores (art. 4). Como novedad, se especifica la titularidad de derechos cinegéticos, que se asignan al dueño del terreno, tanto si este está clasificado como cinegético como si no (art. 5). 

El Título II define las piezas de caza (art. 6) y su propiedad (art. 7), estableciendo como novedad que las especies cinegéticas se determinarán en el Plan de caza, que se aprueba con carácter anual. 
El Título III clasifica los terrenos a los efectos de caza, distinguiendo entre terrenos cinegéticos y no cinegéticos y, dentro de los primeros (Capítulo II), distinguiendo entre reservas de caza y cotos de caza. Como novedad, se suprime la diferencia entre cotos de caza mayor y menor (art. 15), dada la proliferación de especies de caza mayor, si bien esta distinción sigue existiendo en cuanto a las tasas. También se exige ahora que los titulares de los cotos cuenten con un libro registro de las batidas que se realizan, que se ajustará a un modelo normalizado que aprobará la Consejería competente (art. 29). 
En los terrenos no cinegéticos, como novedad, se prohíbe el ejercicio de la caza con “carácter general” (art. 30.3) (antes era con “carácter permanente”), para reconocer la realidad de las autorizaciones administrativas extraordinarias para la caza en zonas donde se estuvieran produciendo daños agrícolas, siempre cuando concurran las circunstancias previstas en el art. 44. 
Otra novedad importante es la creación de un fondo de gestión de las reservas de caza en cada reserva, en el que se ingresará un porcentaje mínimo del importe generado por los aprovechamientos. El fondo se destinará a la financiación de inversiones y contratos para el funcionamiento y mejoras dentro de la propia reserva de caza que los haya generado (art. 14.7.8 y.9). 

El Título IV se dedica a las licencias, pruebas de aptitud, permisos de caza y educación cinegética. Como novedad respecto a la anterior legislación, y en aras de la simplificación administrativa se unifican las distintas licencias de caza en una única “Licencia de caza de Aragón”. También se prevé la posibilidad de establecer una licencia de caza interautonómica válida para cazar en Aragón, así como en otras Comunidades Autónomas cuando existan convenios al respecto (art. 32), conforme al principio de reciprocidad. Esta era una posibilidad demandada por los colectivos afectados. 
El Título V regula la planificación cinegética, distinguiendo el Plan general de caza, que elabora la Consejería de Medio Ambiente, del Plan Técnico de caza y el Plan Anual de aprovechamiento cinegético, aprobados también por la administración autonómica, pero por iniciativa particular (arts. 37 y ss). En ausencia de Plan no podrá ejercerse la caza. Destaca como novedad, también en aras de la simplificación administrativa, la supresión de la caducidad, por transcurso del tiempo de su aplicación, del plan técnico de caza, indicándose que se mantendrá su validez siempre que los cambios que se produzcan en el acotado se incorporen al plan técnico mediante anejos de actualización del mismo (art. 37.8). 
El Título VI ordena el ejercicio de la caza, fijando, entre otros, los requisitos, prohibiciones y las autorizaciones excepcionales, así como las medidas de seguridad a introducir en las cacerías (arts. 40 y ss). 

El Título VII regula la protección y conservación de las especies de caza, buscando proteger las especies autóctonas y mejorar y conservar los hábitats de fauna silvestre (arts. 53 y ss). 

El Título VIII establece el régimen de las granjas cinegéticas (arts. 58 y 59) y de la comercialización, transporte y repoblación de las especies cinegéticas (arts. 60 y ss), así como de la tenencia de de ejemplares vivos de caza y de trofeos (arts. 65 y ss). Como novedad, se autoriza que el destino de los animales de una granja cinegética pueda ser un matadero, y se determina que los titulares de las granjas tienen la obligación de permitir el acceso a las mismas. 
En el Título IX se ordena el seguro obligatorio y la responsabilidad del cazador por daños, tanto de los cazadores en su actividad cinegética, como por las especies cinegéticas en la agricultura, bienes forestales y ganadería, así como en accidentes de tráfico. 
El Título X se dedica a la administración cinegética y a la vigilancia (arts. 71 y ss) y el Título XI establece el régimen de infracciones y sanciones, así como el procedimiento sancionador (arts. 79 y ss). 
- Decreto 27/2015, de 24 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Catálogo de árboles y arboledas singulares de Aragón (BOA núm. 43, de 4 de marzo de 2015). 

Esta norma responde al reciente art. 55 de la Ley 6/1998, de 19 de mayo, de Espacios Naturales Protegidos de Aragón (introducido por la Ley 6/2014, de 26 de junio), que definía el concepto de árbol singular y remitía a desarrollo reglamentario la regulación de su Catálogo. Se deroga la anterior normativa que regulaba la materia: el Decreto 34/2009, de 24 de febrero, en la medida en que se pretende actualizar los criterios de valoración de la singularidad de los árboles, que hasta ahora se realizaba mediante la llamada “Norma Granada”, un método concebido para el ámbito de la jardinería que se adapta mal a los criterios de inclusión de árboles en el Catálogo. 

Se define como Árbol Singular de Aragón aquellos que reúnan determinados aspectos: posesión de particularidades científicas excepcionales, rareza por su número o distribución o interés científico, cultural, histórico o social relevante y como arboleda aquellos conjuntos de árboles de reducida extensión que reúnan los mismos requisitos, con excepción obviamente de las especies exóticas invasoras (art. 2). 

El art. 5 regula el Catálogo de árboles y arboledas singulares de Aragón, el cual se configura como un registro administrativo de carácter público en el que se definen las principales características de los árboles o arboledas que incluye. 
El procedimiento de inclusión en el Catálogo puede ser iniciado por cualquier persona física o jurídica ante el Director General competente en espacios naturales protegidos, tiene información pública y audiencia a interesados, Ayuntamiento y Comarca donde radiquen el árbol o arboleda y tras informe del Consejo de Protección de la Naturaleza, la declaración es competencia del Consejero de Medio Ambiente y debe ser publicada en el BOA (art. 7). Igualmente se regula un procedimiento de exclusión del Catálogo, que solo procede por la pérdida de las características que justificaron la declaración de su singularidad (art. 8). 
El régimen de protección consiste en: 

1) la delimitación de un entorno de protección que fijará el Consejero conforme a los criterios que suministra el art. 9, 2),
2) Un régimen general de protección que considera usos permitidos aquellos compatibles con la conservación y mejora de los árboles y arboledas, como visitas y actividades didácticas y científicas, y usos prohibidos aquellos que supongan un peligro actual o potencial, directo o indirecto para el citado ejemplar (art. 10). 
3) Un régimen de protección específico, consistente en un plan de protección que podrá aprobarse de ser necesario por orden del Consejero de Medio Ambiente (art. 11). 
Se prevé también la posibilidad de una protección preventiva consistente en la declaración, por parte de la Dirección General competente en espacios naturales protegidos, de suspensión cautelar de actuaciones que puedan afectar al estado sanitario, la estabilidad, el espacio de crecimiento u otras características de los árboles y arboledas sobre los que se ha iniciado el procedimiento para la declaración de su singularidad (art. 12).
Se hace referencia a las Ayudas que el Gobierno de Aragón establecerá destinadas a los propietarios o titulares de cualquier derecho real sobre los terrenos que albergan árboles o arboledas singulares, lo que incluirá ayudas compensatorias para las limitaciones que puedan llevar consigo las medidas de protección (art. 14). 
Finalmente, el régimen sancionador se remite a la legislación general en materia de espacios protegidos (art. 15). 
K) Castilla-La Mancha

- Ley 3/2015, de 5 de marzo, de Caza de Castilla-La Mancha (BOCA núm. 49, de 12 de marzo de 2015). 

Esta Ley sustituye a su homóloga anterior, la Ley 2/1993, de 15 de julio, de Caza de Castilla-La Mancha, con objeto de adaptarla a las necesidades actuales, conseguir una planificación integral de los terrenos cinegéticos basada en la cooperación con los titulares de aprovechamientos, y una simplificación y agilidad de los trámites administrativos, compatibilizando los fines sociales, deportivos, ecológicos, culturales, turísticos y comerciales. 
En el Título I se recogen los conceptos básicos de aplicación, introduciéndose como novedad los Planes de Conservación del Patrimonio Genético de las especies cinegéticas más sensibles (art. 5). 

En el Título II se regulan las especies de caza y sus hábitats, reconociendo la posibilidad de un tratamiento especial para las especies cinegéticas autóctonas. (art. 7), así como la responsabilidad por daños causados por las especies en la agricultura, terrenos forestales o ganadería, y en accidentes de tráfico, en lo cual se remite  la legislación estatal (arts. 8 y ss). 
El Título III regula el ejercicio de la caza, incluyendo la licencia de caza (art. 17), la responsabilidad de la caza (arts. 24 y 25), las prohibiciones (art. 26) y los medios de protección de las poblaciones cinegéticas (art. 28). También se regula un sistema de Certificación de la Calidad Cinegética, creándose la Marca de Calidad “Caza Natural de Castilla-La Mancha” y regulándose su uso (arts. 29 y ss). 
En el Título IV se regulan los terrenos cinegéticos, que quedan muy simplificados en cotos de caza y zonas colectivas de caza (arts. 34 y ss), quedando las segundas reservadas a aquellos terrenos que cumplan una finalidad social en el ejercicio de la caza (art. 39). Se suprimen los cotos sociales, cotos privados de aves acuáticas, zonas de Caza Controlada, Terrenos Cinegéticos de Aprovechamiento Común, Explotaciones Industriales, Reservas de Caza y los Vedados de Caza. También se suprime la catalogación de los cotos de caza mayor y menor. Se regula la suspensión de la actividad cinegética, que corresponde al órgano provincial (arts. 47 y ss). La caza se prohíbe en las zonas de seguridad incluidas en terrenos cinegéticos (art. 51), y se establece la obligación de señalizar los terrenos cinegéticos (art. 52). 
El Título V se dedica a las infraestructuras y el Título VI a los instrumentos de planificación del aprovechamiento cinegético, entre los que se encuentran los Planes de Ordenación Cinegética, los Planes Generales para Especies de Interés Preferente, las Órdenes Anuales de Vedas, las Memorias Anuales de Gestión, los Planes Zoosanitarios Cinegéticos y los Planes de Control Administrativo. Es novedosa la regulación de los Planes Zoosanitarios Cinegéticos, que tendrán como finalidad la prevención, vigilancia y/o control de enfermedades en terrenos cinegéticos (art. 61). 

En el Título VII se regulan las granjas cinegéticas y los talleres de taxidermia. El Título VIII recoge los registros públicos (art. 65), los plazos para resolver y notificar autorizaciones y concesiones (art. 67), los órganos colegiados (arts. 68 y ss) y las funciones de los Agentes de la Autoridad (art. 70). Finalmente, en el Título IX se tipifican las infracciones y sanciones. 

P) Castilla y León

- Ley 4/2015, de 24 de marzo, del Patrimonio Natural de Castilla y León (BOE núm. 91, de 16 de abril de 2015). 

Mediante esta Ley, se adapta la normativa castellano leonesa a la nueva normativa estatal en materia de protección de la naturaleza: la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales y la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, quedando derogadas la Ley 8/1991, de 10 de mayo, de Espacios Naturales de la Comunidad de Castilla y León y la Ley 6/1992, de 18 de diciembre, de Protección de los Ecosistemas Acuáticos y de Regulación de la Pesca en Castilla y León. 
La nueva regulación busca una protección transversal del patrimonio natural que se convierta además en motor del desarrollo socioeconómico de la Comunidad, integrando la preservación del patrimonio como un parámetro en las distintas políticas sectoriales y territoriales y clarificando el régimen de gestión de las áreas naturales protegidas, en especial de la Red Natura 2000. 

En el Título I se establece el objeto, ámbito de aplicación y principios generales, entre los que se incluyen la prevención y la cautela junto con el ejercicio de actividades económicas (art. 2). Se crea el Fondo Patrimonio Natural de Castilla y León, que se financiará con aportaciones de personas físicas y jurídicas, con las indemnizaciones de procedimientos sancionadores y con parte de las dotaciones destinadas a la conservación del medio natural en los Presupuestos Generales autonómicos (arts. 6 y 7). Se prevé la creación de un órgano regional de participación, que canalizará la participación pública en materia de conservación del patrimonio (art. 12). 
En el Título II se regula el paisaje, incorporando por primera vez los fundamentos para dar cumplimiento al Convenio Europeo del Paisaje, previendo la elaboración de un Catálogo de Paisajes Sobresalientes de Castilla y León (art. 18). 
El Título III se dedica a la integración de los principios de conservación del patrimonio natural en las políticas sectoriales. Para ello, se establecen mecanismos de intervención de la Consejería competente sobre la materia en el procedimiento de elaboración de planes y programas así como los criterios a tener en cuenta en la ordenación territorial y urbanística (arts. 20 y ss). También se regula la elaboración de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales, analizándose como novedad su duración y revisión (arts. 27 y ss). 
El Título IV se dedica a la conservación de las áreas naturales. Se crea la Red de Áreas Naturales Protegidas (RANP), constituida por la Red Natura 2000, la Red de Espacios Naturales (REN) y la Red de Zonas Naturales de Interés Especial (art. 49). Se busca integrar los procedimiento de evaluación de incidencia de planes y programas sobre la Red Natura 2000 en los distintos procesos de evaluación ambiental para avanzar en el camino de la autorización ambiental única y ahorrar costes en tramitaciones (art. 63). La REN es la Red de espacios castellano leoneses, y su tipología responde a la legislación básica estatal (arts. 65 y ss). 
En el Título V se aborda por primera vez de forma global la protección de la flora y la fauna, complementando la normativa estatal con las particularidades castellano leonesas y regulando tanto las especies (Capítulo I) como sus hábitats (Capítulo II). Se crea el Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial de Castilla y León (art. 98) y el Catálogo de Especies Amenazadas de Castilla y León (art. 99), en armonía con los correspondientes instrumentos regulados en la normativa básica, y como complemento, el Inventario de Especies de Atención Preferente de Castilla y León, donde se incluirán aquellas que precisen de medidas adicionales de protección (ar. 100). Respecto a la protección de los hábitats, se crea el Catálogo Regional de Hábitats en Peligro de Desaparición (art. 117) y como complemento, la figura de los Hábitats de Atención Preferente, para aquellos que no estén en peligro pero requieran de un especial seguimiento (art. 119.3). 
En el Título VI se establece el procedimiento para la vigilancia y control de las disposiciones de esta ley, así como a la regulación del régimen de infracciones y sanciones, en el marco de la normativa básica. 
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1. Minas: 

Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno) núm. 45/2015, de 5 de marzo de 2015 (conflicto núm. 7869-2009). 

En esta Sentencia se resuelve un conflicto positivo de competencia promovido por la Xunta de Galicia en relación con el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras en su conjunto. 
En primer lugar, la demandante solicita que el RD controvertido sea declarado inconstitucional y nulo en su totalidad, pues debería haberse utilizado el rango legal y no cabe desarrollo reglamentario de carácter básico de una ley preconstitucional (la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas), y porque incurre en un grado de detalle excesivo que impide el desarrollo autonómico. 

El TC rechaza que la normativa básica esté vedada solo porque la legislación desarrollada sea preconstitucional, basándose en su doctrina asentada (STC 64/1982, FJ 5º). Señala también que la norma de rango legal es el instrumento idóneo para establecer bases, pero que esta no es una exigencia absoluta y así, el uso del reglamento “resultaría acorde con los preceptos constitucionales si, primeramente, resultara de una habilitación legal, y, en segundo lugar, si su rango reglamentario viniera justificado por tratarse de materias cuya naturaleza exigiera un tratamiento para el que las normas legales resultaran inadecuadas por sus mismas características”, lo cual es el caso (FJ 4º). 
En segundo lugar, la demandante impugnaba subsidiariamente por extralimitación del ámbito de lo básico de determinados preceptos. 
En relación con los arts. 2 y 46, estos se refieren a la obligación para la entidad que realice actividades de investigación y aprovechamiento a realizar trabajos de rehabilitación en el espacio natural afectado y gestionar sus recursos mineros, al régimen sancionador. El TC señala que tales preceptos no desbordan el ámbito material de lo básico ni excluyen el ejercicio de las competencias medioambientales autonómicas solo por no mencionarlas, dado que “el Estado, en el ejercicio de sus competencias, no viene obligado a reservar, mediante una cláusula de salvaguardia, las competencias que puedan tener las Comunidades Autónomas en la respectiva materia” (STC 112/2014, de 7 de julio, FJ 4º). En relación con la disposición adicional 2ª que regula el inventario de instalaciones clausuradas que tengan impacto medioambiental, el TC señala que “es constitucionalmente posible la creación de un Registro único para todo el Estado que garantice la centralización de todos los datos a los estrictos efectos de información y publicidad” (STC 197/1996, de 28 de noviembre, FJ 12º), y que la creación de tal registro no conlleva facultades ejecutivas para el Estado, que sí excederían de su ámbito de actuación competencialmente posible (FJ 6º a). 
En relación con la impugnación de los preceptos relativos al diseño, objetivos y contenidos del plan de restauración y la inspección de las actividades de vertido, la recurrente alegaba que incurrían en un detallismo excesivo. El TC indica que “todas las previsiones impugnadas responden clara y directamente a cualificadas finalidades medioambientales”, y que el plan de restauración no agota la regulación de la materia, sino que describe contenido y objetivos calificados de mínimos. La precisión en determinados preceptos no excluye el desarrollo autonómico en otros aspectos, y además, “responde a los enormes riesgos para el entorno natural, la biodiversidad y la salud humana involucrados” (FJ 6º b). 
En relación con la impugnación de la autorización del plan de restauración (arts. 4.3, 5 y 6.3), la recurrente consideraba igualmente que incurrían en un excesivo detallismo, y que tenían carácter procedimental por lo que debían de atribuirse a la competencia sobre procedimiento administrativo común (art. 149.1.18 CE), y extralimitaban esta al regular mucho más que un procedimiento administrativo común. El TC considera que, aunque muchos de estos preceptos tengan un carácter acusadamente procedimental, este se refiere solo a algunos elementos, correspondiendo a las CC.AA programarlo acabadamente. Además, al tratarse de un procedimiento especial, y no común, no se justifica en el art. 149.1.18 CE, ya que la competencia sobre procedimientos especiales es conexa a la ostentada para la regulación del régimen sustantivo de cada actividad o servicio de la Administración (STC 227/1988, FJ 32). Pasa entonces a examinar cada concreta previsión para concluir que no impide el ejercicio de competencias autonómicas (FJ 6º c). 
Se impugnaba también el Anexo III, que regula el “organismo de control”, denunciando excesivo detalle al establecer la exigencia de la acreditación previa de tal organismo y afirmar el carácter renovable de la autorización autonómica. El TC recuerda la relevancia de tal organismo de control para garantizar la efectividad del plan de restauración, por lo que tales previsiones responden claramente a finalidades ambientales y a la necesaria homogeneidad que estas requieren (FJ 6º d). 
Finalmente, el TC se refiere a la impugnación del Título II sobre las garantías financieras que la entidad explotadora debe constituir para garantizar la efectividad del plan, indicando que tales exigencias responden a una finalidad de protección ambiental, tratando de responsabilizar a la industria para que internalice el coste social de los efectos contaminantes de sus actividades productivas, “sin que ello obste al desarrollo normativo de mayores estándares de protección”. 
Por todo ello, el TC desestima en su totalidad este conflicto positivo de competencia. 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

1. Fracking: 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª) de 19 de noviembre de 2014 (rec núm. 467-2013). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de Kuartango contra el acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de agosto de 2013, por el que no se autoriza a este Ayuntamiento la celebración de una consulta popular relativa a si el Plan General de ordenación urbana debía recoger como uso autorizado del suelo la prospección o extracción de hidrocarburos mediante fractura hidráulica (fracking). 
El Ayuntamiento alega el principio de participación ciudadana y su concreción en materia urbanística, invocando el art. 9.2 de la Constitución, el art. 8 de la Ley vasca del Suelo y Urbanismo y el art. 3.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo. También alega que la formulación de instrumentos de planeamiento municipal es competencia municipal, y que la consulta versa sobre una materia cuyo objeto o alcance no trasciende más allá del término municipal (FJ 2º). 
El TS se pronuncia sobre la competencia y el ámbito territorial en materia de fracking, señalando que el uso del fracking ni es competencia municipal ni se circunscribe al ámbito local, dado que las referidas técnicas corresponden a la legislación sobre régimen energético y a las bases de la ordenación económica general, dada la trascendencia de la materia energética sobre la economía general del país. Por ello, “aunque la consulta se refiera al uso de las técnicas controvertidas en el territorio municipal, es evidente que la regulación sobre dichas técnicas de prospección y extracción de hidrocarburos y su uso se proyecta sobre todo el territorio nacional”, y por ello niega la competencia municipal para celebrarla (FJ 3º). 
Se condena en costas al Ayuntamiento de Kuartango hasta un máximo de 4.000€ por todos los conceptos legales (FJ 4º). 

2. Catálogo Español de Especies Exóticas invasoras: 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª) de 21 de enero de 2015 (rec núm. 432-2013). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo de la entidad mercantil “Cultivos Energéticos de Marruecos, S.L” contra el Real Decreto 630/2013, de 2 de agosto, por el que se regula el Catálogo español de especies exóticas invasoras, en cuanto a la inclusión en el mismo de la especie vegetal Nicotiana glauca. 
Considera la demandante que la inclusión de tal especie conculca lo establecido en los arts. 3.1.13 y 61 de la Ley 42/2007, de Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, puesto que no se ha demostrado científicamente que se trate de una especie exótica invasora que constituya una amenaza grave para las autóctonas, los hábitats y los ecosistemas, sin que sea procedente la aplicación del principio de precaución para justificar dicha inclusión. También dice que conculca los arts. 4.1 de la Ley de Economía Sostenible y los 3.2, 16.1 y 18 de la Ley 27/2006, por la que se regulan los derechos de información, participación pública y acceso a la justicia en materia de medio ambiente, pues la Entidad no ha podido participar en el procedimiento reglamentario de inclusión de la especie, ya que su catalogación se llevó a cabo después del trámite de información pública, lo que constituyó una modificación sustancial del borrador del catálogo que no dio ocasión a formular alegaciones (FFJJ 2º y 3º). 
La Administración General del Estado y la de las Islas Canarias se escudan en el principio de precaución alegando la innecesariedad de la constancia científica y técnica de la amenaza grave que constituye la especie en cuestión para ser incluida en el catálogo (FJ 3º). 

El Tribunal Supremo reconoce la existencia de información técnica y científica que justifica el carácter invasor de la especie Nicotiana glauca o tabaco moruno en el territorio de las Islas Canarias, y la amenaza que implica para algunas especies autóctonas, así como para ciertos hábitats y ecosistemas, pero indica que esto serviría de justificación para incluir tal especie en el Catálogo regulado por el Real Decreto impugnado con un ámbito de aplicación reducido a Canarias, no en todo el territorio nacional (F.J.3) . 
Sigue diciendo que la interpretación del principio de precaución por el Abogado del Estado pugna con el tenor literal de los arts. 61.1 y 2 de la Ley del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, así como del 5 del Real Decreto 630/2013, de 2 de agosto, que exigen una memoria técnica justificativa que incluya un análisis de riesgos, lo que no ha ocurrido respecto a esta especie. Cita el Reglamento 1143/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 22 de octubre de 2014, que define “especie exótica invasora” como aquella “de la cual un Estado miembro considera, basándose en pruebas científicas, que su liberación y propagación tienen efectos adversos, incluso cuando no se hayan determinado completamente”. Por ello, siguiendo el derecho comunitario, el TS circunscribe la aplicación del principio de precaución a la “imprescindible existencia previa del análisis técnico y científico de riesgos”, que en este caso no existe para el territorio nacional, sino solo para el territorio de las Islas Canarias (FJ 3º). 

Por lo tanto, el TS declara la nulidad del Anexo que incluye el tabaco moruno como especie Exótica invasora. Por otro lado, al entender que no está legitimado para dar redacción alternativa a los preceptos impugnados, el TS considera que no le es posible limitar la consideración de tal especie como invasora a la Comunidad Autónoma de Canarias (FJ 5º). 
Por lo que pese a las pruebas científicas del carácter dañino de la Nicotiana glauca Graham en Canarias, esta sentencia deja a dicho territorio finalmente desprotegido frente a la misma, y ello paradójicamente en nombre del correcto uso del principio de precaución. 
3. Contaminación del suelo: 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª) de 26 de enero de 2015 (rec núm. 477-2013). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Derio contra la STSJ del País Vasco de 21 de diciembre de 2012, por la que se desestimaba un recurso de alzada contra la Resolución de la Viceconsejera de Medio Ambiente de 24 de mayo de 2010 por la que se autorizaba a la Asociación Administrativa de la UE del Suelo Apto para Urbanizar Rementeriñe de Derio, la excavación de materiales con presencia de contaminantes detectados en la parcela del antiguo vertedero sito en el nº 30 del barrio de San Isidro en Derio, conforme al procedimiento de declaración de calidad del suelo de la Ley 1/2005 de 4 de febrero, para la Prevención y Corrección de la Contaminación del Suelo.  
La parte demandante alega infracción del art. 27 de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, y de diversos artículos de la Ley de Prevención y Corrección de la Contaminación del Suelo, así como de la tutela judicial efectiva del art. 24 CE. Considera que la Sentencia de instancia “niega la posibilidad de realizar una declaración de la calidad del suelo con carácter previo a que se produzcan las labores de limpieza y recuperación del mismo en el caso de que sea declarado como contaminado…”. Entiende que no es el Ayuntamiento el sujeto responsable de ejecutar las medidas de recuperación contenidas en el acto impugnado ni de asumir los costes de la recuperación, sino que ello corresponde al responsable de la contaminación. La medida discutida consistía en la exigencia de ejecución del plan de excavación de la masa de vertido en el emplazamiento afectado por el desarrollo de la actividad de vertedero, para permitir, en su caso, la utilización del suelo, para la urbanización de viviendas (FFJJ 2º y 7º). 
La Administración vasca considera que se ha perdido el objeto del recurso, al ser sustituida la Orden de 2010, que obligaba al contaminante, por otra de 2011, que obligaba al Ayuntamiento en virtud de Decreto 330/2011, de 5 de abril, de la Alcaldía (FJ 4º). En cuanto al fondo, considera que la declaración de calidad del suelo ha de producirse tras la finalización de las labores de excavación (FJ 3º). 
El TS comienza pronunciándose sobre las limitaciones del recurso de casación para examinar el derecho autonómico (FJ 6º), para pasar al fondo del asunto, reconociendo que la Ley 10/1998, de 21 de abril de Residuos atribuye a las Comunidades Autónomas las competencias en materia de declaración de calidad de los suelos y que, en ese sentido, la Ley 1/2005 de 4 de febrero contemplaba un procedimiento en varias etapas, la primera de las cuales consistía en una “investigación exploratoria” que posibilitaba la comprobación de la existencia de sustancias contaminantes (FJ 8º). Así, dice que “la investigación exploratoria debe incluir una investigación histórica sobre las actividades desarrolladas sobre el suelo y la obtención de datos de las características relevantes del medio físico, así como la realización de una campaña de muestreo y análisis que permita acotar la lista de sustancias contaminantes presentes en la totalidad del suelo objeto de investigación y su posible distribución espacial, indicando su concentración en cada una de las subáreas diferenciadas dentro del área de estudio (…). Es posteriormente, cuando se dicta la oportuna resolución, cuando habrán de concretarse dos aspectos fundamentales, la medidas a adoptar y las personas físicas o jurídicas obligadas a adoptar las medidas de recuperación de suelos contaminados y alterados” (FJ 9º). 
Por ello, el TS apoya la Sentencia de instancia considerando que la Resolución de 2010 no puede considerarse terminadora del procedimiento de declaración de calidad, al darse en las fases anteriores. Por ello, desestima el recurso, imponiendo las costas a la recurrente (FJ 9º). 

3. Tribunal superior de justicia de aragón 

1. Ruido: 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1), de 6 de marzo de 2015 (rec núm. 168-2012). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación del Gobierno de Aragón frente a la Sentencia de 23 de mayo de 2012 del juzgado de lo contencioso administrativo nº 5 de Zaragoza, que resolvía un recurso de “Productos Porcinos Secundarios, S.A” frente a la Resolución de 24 de enero de 2011 del INAGA, que desestimaba un anterior recurso de alzada frente a la Resolución de 10 de septiembre de 2010 del INAGA por la que se otorga la Autorización Ambiental Integrada (AAI) al proyecto de ampliación de tripería en complejo cárnico en Zuera. 
En la Sentencia de instancia se anulaban dos condicionantes de la AAI al proyecto de ampliación de la industria cárnica. Uno de ellos se refería a que la emisión de ruidos al exterior de tal industria no superase los niveles regulados en la Ordenanza municipal de Zuera, obligando a dos controles mediante Organismo de Control Autorizado a los seis meses y al año, remitiendo los resultados al INAGA y al Ayuntamiento de Zuera. El otro condicionante se refería al control de efluentes e Inspección de vertidos de la industria, que también debía adaptarse a la normativa municipal y disponer de diversos requisitos (una arqueta). 
La Sentencia anuló ambas cláusulas considerando excesiva la imposición de la inspección periódica de ruido por parte del Organismo de Control por no contar con cobertura legal, así como la medición continua de vertidos y la misma calificación de vertido, al no tratarse de un vertido de aguas residuales a las redes municipales, sino de transporte de ese vertido a la depuradora. 
El TSJ de Aragón anula la Sentencia recurrida en lo referente al ruido, manteniendo el condicionante de efectuar mediciones de ruido periódicas, al entender que no se trata de una imposición desproporcionada y que está amparada en la normativa vigente, véase: el art. 22 de la Ley 16/2002, de 1 de julio de Prevención y Control de la Contaminación y art. 51.f) de la Ley 7/2006 de 22 de junio de protección ambiental de Aragón, que facultan al órgano ambiental a recabar información periódica de control de emisiones de ruido. 

Dice, así, la Sala, que “a diferencia de lo que se indica en la Sentencia, imponer un control a los seis meses y dos más en los dos años siguientes no puede considerarse ni desproporcionado ni ajeno a lo dispuesto en las normas. Pues es absolutamente razonable pensar que es en esta fase inicial de la puesta en marcha de la empresa cuando es preciso ese control del ruido” y, por otro lado, que “Es claro que quién emite el sonido debe también hacerse cargo de la colaboración e inspección en su cumplimiento y aquí no ha sido acreditado siquiera el coste de estos controles efectuados por un organismo autorizado, para entender que sean desproporcionados” (FJ 1º). 
Confirma el TSJ de Aragón sin embargo la anulación del condicionado sobre control de los vertidos, señalando que el control de vertidos se proyecta sobre el vertido a las redes municipales, y no al transporte de ese vertido a la depuradora y, por otro lado, reconociendo al inoperancia de la arqueta y la innecesariedad del control continuo que se pretendía imponer (FJ 2º). 
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